CONSIDERACIONES SOBRE LA RESOLUCION 13/11 TITULADO “LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, APLICACIÓN NACIONAL Y LA VIGILANCIA Y LA PRESENIACION COMO TEMA PARA EL 2011 DEL PAPEL DE LA COOPERACION INTERNACIONALEN EL APOYO DE LOS ESFUERZOS NACIONALES PARA LA REALIZACION  DE LOS  DERECHOS  DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD”.
A)  “Medidas adoptadas a nivel nacional para aplicar la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad y las relativas de las asignaciones presupuestarias”.

Reseña referente a nuestra situación  a nivel Paraguay, en cuanto a lo concerniente a  la  Defensoria del Pueblo.

Al respecto, es importante mencionar en cuanto al marco legal, existen cláusulas antidiscriminatorias de rango  constitucional en Paraguay, se reafirma el principio de igualdad y se rechazan las prácticas discriminatorias.

La Constitución Nacional de la Republica del Paraguay establece en su artículo  46 el derecho fundamental  a la no discriminación, señalando que todos los habitantes de ese país son iguales en dignidad y derechos. 

El artículo 88 de la Constitución paraguaya específica el derecho fundamental a la no discriminación entre los trabajadores por motivos étnicos, de sexo, edad, religión, condición social y preferencias políticas o sindicales. Por otra parte, el texto constitucional de este país hace alusión expresa a la responsabilidad del Estado para remover los obstáculos e impedir los factores que mantengan o propicien la discriminación {…}”.

En nuestro país, el marco legal y constitucional  está acorde con los instrumentos internacionales que reconocen, protegen y promueven los derechos humanos, entre ellos el derecho a la no discriminación.

Por lo que hace a Paraguay, su disposición constitucional es concordante con el derecho a la no discriminación consagrado por todos los instrumentos internacionales de derechos humanos y los convenios internacionales de la OIT relativos a la no discriminación en el mundo del trabajo, ratificados por este país a partir de 1989. En la Constitución de Paraguay resalta, por otra parte, que quede asentado que “{…} las protecciones sobre desigualdades injustas no serán consideradas como factores discriminatorios sino igualitarios {…}, lo que entraña la sustentación a nivel constitucional de las acciones afirmativas que realice el Estado en su combate contra la discriminación.

Cabe destacar que  no se ha promulgado aún una Ley Nacional específica para su combate.
Por lo que hace a Paraguay, tampoco  existe una institución específica que combata el fenómeno de la discriminación, puesto que no se ha promulgado una Ley nacional que reglamente sus modalidades o sanciones, si  bien se presentaron varios proyectos de Ley que se encuentran aún en estudio. No obstante este vacío, la Defensoria del Pueblo ha implementado un departamento de acciones contra toda forma de discriminación, que realiza mediaciones ante los conflictos suscitados y difusión de estos temas para sensibilizar a la población.

 Consecuencia de esta situación es que no se han implementado todavía programas integrales para abordar el tema de la discriminación, pero si existen múltiples proyectos y programas en ejecución que tratan este tema, ya sea como aprobación de leyes de sectores específicos como son los de la Ley Nº 780/1979, que crea el INPRO; la Ley Nº 122/1990, que establece privilegios a favor de los impedidos; la Ley Nº 2479/2004,y su modificatoria en Ley Nº 3585/08, que establece la obligatoriedad  de la incorporación de personas con discapacidad en las instituciones publicas etc.

Varias instituciones, por lo que hace a Paraguay,  se dedican a la recepción de denuncias por presuntas discriminaciones, como las Comisiones de Derechos Humanos de ambas Cámaras legislativas, la Defensoría del Pueblo, el Ministerio Publico, cuyas acciones no tienen carácter sancionador sino de mediación entre las partes, sin perjuicio de que algunas de ellas puedan llegar a estrados judiciales. 
 En Paraguay  se reporta que no se han levantado encuestas, de conformidad  a informaciones proporcionadas por  la Secretaria Técnica de Planificación, organismo gubernamental encargado de los estudios nacionales de encuestas y censos, no se evidencian trabajos realizados en el área de discriminación en ninguna de sus modalidades.    

Es importante destacar, por el contrario, que las asociaciones civiles presionan para el levantamiento de datos, tal es el caso de los afro descendientes. De esta manera, la Defensoría del Pueblo, junto con la Asociación Afro paraguaya Kamba Cúa, ha presentado pedidos para lograr que se inserte en el censo nacional la captación de datos relativos a la afro descendencia.

No obstante, en cuanto a acciones afirmativas,  Paraguay reporta información sobre los sustentos legales y acciones de política pública de tipo afirmativo.

Paraguay, por su parte, establece en su Constitución Nacional, en el artículo 46 que: “Las protecciones que se establezcan sobre desigualdades injustas no serán consideradas como factores discriminatorios sino igualitarios”.

En el caso de Paraguay, los programas nacionales de educación contemplan temas de educación en derechos humanos, derecho a la salud etc., De manera complementaria se realizan conferencias o capacitaciones por parte de diversos sectores de la sociedad civil y de la misma Defensoría del Pueblo en instituciones educativas. En este sentido se puede citar al Pronasida, que depende del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, el cual sí  cuenta con un presupuesto especial para el desarrollo de sus funciones. 

También, en cuanto al marco de  acciones de colaboración con OSC, (organizaciones de la sociedad civil), se registra información sobre colaboraciones entre las instituciones encargadas del combate a la discriminación o a favor de los derechos y condición de un grupo en particular y organizaciones de la sociedad civil. 

 Las formas de colaboración asumen diferentes modalidades, que incluyen la intervención conjunta de organismos públicos autónomos o unidades administrativas de gobierno y organizaciones de la sociedad civil ante situaciones o problemáticas concretas, el apoyo técnico a proyectos presentados por las OSC enfocados a la lucha contra la discriminación, la promoción por parte de las organizaciones sociales de las políticas públicas contra la discriminación presentadas por los organismos públicos autónomos o las instituciones gubernamentales, y/o la participación de las OSC en la planeación, supervisión y evaluación de esas políticas públicas  La vinculación también puede darse mediante la integración o asesoramiento de parte de miembros de las organizaciones de la sociedad civil en los órganos de gobierno o dirección de las instituciones responsables de la prevención y la eliminación de la discriminación.

La Defensoría del Pueblo en Paraguay, organismo público autónomo, cuenta  con  departamentos específicos que atienden las áreas relativas a las mujeres, niñas, niños y adolescentes, e indígenas, así como el departamento de discriminación que atiende los casos de diversidad sexual y personas con VIH/Sida.  El mecanismo de vinculación se realiza a través de convenios bilaterales o multilaterales, según sea el caso.
En Paraguay,  se dictó la Ley 3.540, cuya versión resumida les adjunto, por la que se aprueba la Convención de las naciones Unidas sobre los Derechos de las personas con discapacidad. 

         

LEY Nº 3540

QUE APRUEBA LA CONVENCION SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD Y EL PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCION SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

EL CONGRESO DE LA NACION PARAGUAYA SANCIONA CON FUERZA DE LEY

Artículo 1°.-
 Apruébase la “Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad”, adoptados por la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas en la ciudad de New York, Estados Unidos de América, el 13 de diciembre de 2006, y suscritos por la República del Paraguay el 30 de marzo de 2007, cuyo texto es como sigue:

        Sigue el texto de la  convención y del Protocolo Facultativo.

Aprobado el Proyecto de Ley por la Honorable Cámara de Senadores, a los diez días del mes de junio del año dos mil ocho, quedando sancionado el mismo, por la Honorable Cámara de Diputados, a los veintiséis días del mes de junio del año dos mil ocho, de conformidad a lo dispuesto en el Artículo 204 de la Constitución Nacional.

Firmado por Oscar Rubén Salomón Fernández, Presidente de la H. Cámara de Diputados,   Miguel Abdón Saguier Presidente de la H. Cámara de Senadores, Olga Ferreira de López Secretaria Parlamentaria , Herminio Chena Secretario Parlamentario.
 

Firmado en  Asunción, 24 de  julio de 2008. Téngase por Ley de la República, publíquese e insértese en el Registro Oficial. El Presidente de la República.Firmado por Nicanor Duarte Frutos, Presidente de la Republica,  Oscar Martínez Doldán, Ministro de Salud Pública y Bienestar Social y Rubén Ramírez Lezcano, Ministro de Relaciones Exteriores.

En definitiva, en cuanto a las medidas jurídicas esenciales para la aplicación efectiva de la Convención y el Protocolo Facultativo, creemos  como Institución que vela por los Derechos Humanos, que el primer paso esta dado, el cual fue la adopción de esta Convención por  Ley N° 3540 y junto con el Protocolo Facultativo. Pero un punto interesante de analizar seria, que a partir de este proceso y tal como es enunciado en el mismo texto de la convención, los estados partes a partir de la ratificación de este documento están obligados a introducir medidas destinadas a promover los derechos de las personas englobadas en el sector de discapacidad y a luchar contra la discriminación, es así que el paso que en realidad tornara efectiva la aplicación seria el de creación de  una norma nacional que establezca sanciones a la discriminación como ya la mayoría de los países de América la tiene, como es el caso de Perú, Argentina, México, Brasil, etc.-

 Este punto de vista obedece, a que sabemos que la adopción de normas no constituye su pleno goce, por lo cual un ordenamiento jurídico que imponga sanciones puede llegar a ayudar mucho a esta lucha que creemos constituye la mas loable teniendo en cuenta los acontecimientos de nuestros días, es así que necesitamos como país que se establezca una legislación antidiscriminatoria, eliminación de leyes y practicas que establezcan una discriminación hacia las personas minusválida, de manera tal que estas personas  sean tenidas en cuenta para la aprobación de nuevos programas  o nuevas políticas a ser adoptadas por nuestro país.

En síntesis existen numerosos impedimentos como ser: 

 Políticos;  al no poder llegar a una consenso para la aprobación de leyes  especificas de no discriminación.

Institucional;  por no contar con un ente o ministerio de lucha especifica  dentro de este sector.

Presupuestario; debido a que  las instituciones contemplan el tema de discriminación solamente de manera  parcial, de manera que solo aborda este tema entre  las múltiples funciones que cada institución debe cumplir por su parte, según sus atribuciones legales. 

El presupuesto es un gran obstáculo, que se intenta paliar a través de los convenios de cooperación, que justamente tratamos a continuación del presente item. 
Cultural; la falta de información clara y real.

B) Desafios y  Obstáculos para la plena aplicación a nivel nacional de la Convención  sobre los derechos de las personas con discapacidad.

Un problema que enfrenta Paraguay es que la prohibición constitucional  de discriminación no cuenta con una legislación reglamentaria especifica que disponga garantías de justicia y de sanción a su incumplimiento, aspecto que influye como eje transversal  de gran importancia para el respeto a los derechos de las PcD. 

Un examen de la legislación paraguaya muestra que la recepción de estas cláusulas antidiscriminatorias, y deja importantes claros de indefensión en áreas sumamente sensibles a la discriminación. Solo la prohibición de discriminar entre los electores  en el acto eleccionario, como las discriminaciones en el ámbito del trabajo con respecto  a la preferencia sindical, el embarazo de la mujer trabajadora y el derecho a igual salario por trabajo de igual valor, cuentan con mecanismos efectivos de sanción  al discriminador  y facultades precisas dispuestas por las leyes para que el  Poder Judicial ordene la restitución en sus derechos de las victimas. En esas materias  resulta evidente que los sindicatos y los 

partidos políticos han demandado y desarrollado una  tradición jurídica que garantice tales derechos, lo que no han podido lograr otros grupos sociales.

En Paraguay compartimos la falencia  presupuestaria, es decir presupuestos inexistentes para la prevención y eliminación de la discriminación en su conjunto o de partidas muy reducidas e insuficientes para atender las necesidades derivadas de su combate,  ausencia de leyes reglamentarias correspondientes y/o de organismos encargados de la lucha antidiscriminatoria y/o la falta de un plan o programa rector para orientar, monitorear y evaluar las acciones emprendidas. 

Paraguay comparte la carencia presupuestaria en el combate contra la discriminación de las PcD.
En el caso de Paraguay, como aún no se ha conseguido la aprobación de ninguna ley de reglamentación que aborde el tema de la discriminación específicamente, todavía no se ha asignado presupuesto alguno para la atención de la problemática en cuestión, pero en cada uno de los proyectos de ley se contemplan propuestas de financiamiento.
Falta de Penalización de los actos discriminatorios, es aun un tema que constituye un aspecto que posee influencia en lograr el pleno disfrute y respeto a los Derechos de las Personas con Discapacidad. 
Como ya lo hemos citado, en Paraguay no se cuenta con la  penalización de los actos discriminatorios, es por esto que si un determinado acto no es viable de conseguir un resultado satisfactorio  con nuestra mediación, es mejor recurrir a la vía judicial, pero caratulándolo como difamación, injuria o calumnia  para poder ser resarcir el daño , por lo menos pecuniariamente, pero esta también conlleva otros factores como el acceso a la justicia, el costo del juicio, por su  naturaleza de delitos de acción penal privada, a instancia de la victima. 

Es por esto que, desde la Defensoria del  Pueblo, vemos aun como problema o retroceso que en  el Código Penal no se encuentre tipificado este atentado a la vigencia de los Derechos Humanos de las personas que lo sufren.  El Mecanismos de denuncia o queja y de atención en la Defensoria del pueblo de Paraguay, se encuentra debilitado, ya que  el procedimiento que se privilegia es el de la mediación y la conciliación, pero como no hay una reglamentación especifica por medio de una ley que lo sancione, el tema se ve con falta de presión y muchas personas un siquiera denuncian estos hechos.

Por lo que hace a Paraguay, se mencionaba que no existe una institución específica que combata el fenómeno de la discriminación, puesto que no se ha promulgado una Ley nacional que reglamente sus modalidades o sanciones, si  bien se presentaron varios proyectos de Ley que se encuentran aún en estudio. No obstante este vacío, la Defensoria del Pueblo ha implementado un departamento de acciones contra toda forma de discriminación, que realiza mediaciones ante los conflictos suscitados y difusión de estos temas para sensibilizar a la población.

C) La existencia, alcance y contenido  de las politicas y directrices  aprobadas a nivel nacional para orientar la cooperación internacional en apoyo de la Convención.
En nuestro país las formas de colaboración asumen diferentes modalidades, que incluyen la intervención conjunta de organismos públicos autónomos o unidades administrativas de gobierno y organizaciones de la sociedad civil ante situaciones o problemáticas concretas o programas o planes de acción a favor de las PcD.
Existen pendientes de desarrollo legislativo o de elaboración de reglamentos de leyes ya aprobadas en Paraguay, que justamente son impulsadas por las Instituciones Publicas en coalición o con el apoyo de la sociedad civil.
En razón a la  situación de presupuestos inexistentes para la prevención y eliminación de la discriminación en su conjunto o de partidas muy reducidas e insuficientes para atender las necesidades derivadas de su combate. Otro problema, que enfrenta nuestro país es la ausencia de leyes reglamentarias correspondientes y/o de organismos encargados de la lucha antidiscriminatoria y/o la falta de un plan o programa rector para orientar, monitorear y evaluar las acciones emprendidas. 

No existen en este país ni una ley reglamentaria a la prohibición constitucional contra la discriminación, ni una institución específica para su combate, ni presupuesto para prevenir y eliminar el fenómeno discriminatorio a las PcD. La Constitución de esta nación contempla el sustento jurídico de las acciones afirmativas, es por ello que se promulgan leyes que ayudan a la inclusión de las mismas, como ejemplo de ello, podemos citar la Ley Nº 2479/2004 y su texto modificado según Ley Nº 3.585/08 que establece la inclusión laboral efectiva. 
 Llama la atención que en nuestro marco jurídico, nuestro país contemple la protección contra la discriminación por razones de preferencia política y sindical, pero no la sexual, lo que habla del cambio de los tiempos, habida cuenta la importancia que en el siglo pasado tuvo la creación de organizaciones sindicales y la defensa del derecho de los trabajadores a afiliarse a aquéllas que representaran sus intereses de clase y, por contraposición, la visibilidad que actualmente ha adquirido la lucha por el reconocimiento de la diversidad sexual.

El Estado cuenta con la Secretaria de  Acción Social que establece programas de  combate a la pobreza, pero no existen iniciativas con algún componente de no discriminación y mas aun no discriminación a las PcD. 
Finalmente, en cuanto a los dos últimos ítems, específicamente el que se refiere a las formas de cooperación internacional que a nivel bilateral y multilateral, asi como el que pide ejemplificar la participación  en tales cooperaciones y la evaluación  de su impacto  sobre la promoción de la realización de la Convención, es lógico mencionar que juega un papel importantísimo como complemento  a los esfuerzos nacionales, pues  desempeñan un papel clave en asistencia para la realización  a  nivel nacional de la Convención, pero no podríamos dar un ejemplo concreto de alguna cooperación internacional por no ser el ente u organismo pertinente, ya que nuestros recursos provienen netamente de ingresos del estado que se programan en el Presupuesto General de la Nación. 
ABOG. SHIRLEY CANTERO

Departamento de Acciones contra toda forma de Discriminación
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